
Carta  Nº: 01381/2026

Valparaíso, 15 de JULIO de 2026

 SEGÚN DISTRIBUCIÓN
 

CERTIFICACIÓN N°02/2026
 

Certifico que se encuentra firme la sanción impuesta por Resolución Exenta N° 876, de fecha 09 de mayo de 2024, en
contra del colaborador acreditado Sociedad Juntos e.V., código 6969, en el contexto del procedimiento sancionatorio
incoado por Resolución Exenta N° 1112, de fecha 20 de junio de 2023 por el proyecto Hogar Campo Los Espinos.
 
Lo anterior conforme la reclamación administrativa presentada por el colaborador de fecha 24 de mayo de 2024, la cual fue
rechazada por el Director Nacional del Servicio, mediante por Resolución Exenta N° 1189, de fecha 23 de octubre de 2024;
lo cual fue ratificado por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso en causa ROL Contencioso Administrativo 97-
2024.
 
En consecuencia, se aplica la sanción de término anticipado y unilateral de convenio, contemplada en el numeral ii) del
inciso 5° del artículo 41 de la Ley N°21.302.
 
Saluda atentamente a usted,

TPA/DVI/RTA

Anexos
Nombre Tipo Archivo Copias Hojas
26.07.06 Rechazada 97-2024 Digital
Res Ex 2024 1189 No ha lugar reclamacio ́n Digital
Res Ex 2024 876 Sancio ́n Termino de Convenio Soc Juntos eV Digital

DISTRIBUCIÓN:

1. BEATRIX LOOS  REPRESENTANTE LEGAL SOCIEDAD JUNTOS E. V. 
2. ALEJANDRA GONZALEZ  DIRECTORA PROYECTO SOCIEDAD JUNTOS

E. V. 

 C.C.:

TATIANA LORETO PERALTA ABARCA
DIRECTORA REGIONAL DE VALPARAÍSO (S)













































































































  
 

    
     

   
 

     
  

   
    
    

     
         

     
     

   
     

       
        

    
     

     
      

     
     

        
      

      
     

      
   

     
    

        
     

     
     
   

  
  

 
 

   
   

   
  

   
   

    
    

    
    

  
    

    
 



    
   

   
    
  

 
   

   
   

     
      

   
  

     
    

  

  
    

     
   

     
    

     
     

  
   
   

  
    

    
   

   
   

   
     

    
 

                
              

              
             
            

             
              

               















                   
       

           
              
            

            

            
           

           

    

   
      

     
       

      
         

    
    
    

  

    



 
 

APLICA SANCIÓN DE TÉRMINO ANTICIPADO Y 

UNILATERAL DE CONVENIO EN PROCEDIMIENTO 

SANCIONATORIO QUE INDICA RESPECTO DEL 

ORGANISMO COLABORADOR ACREDITADO 

“SOCIEDAD JUNTOS E.V.” EN EL MARCO DE LOS 

PROYECTOS “REM-PER HOGAR CAMPO LOS 

ESPINOS”. 

 

RESOLUCIÓN EXENTA N° 876. 

 

 

VALPARAÍSO, 09 DE MAYO DE 2024. 

 

 

VISTOS: La Ley N°21.302, que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y 
Adolescencia y modifica normas legales que indica; la Ley N°19.880 que establece bases de los 
procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado;  
el Decreto con Fuerza de Ley N°1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, 
que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N°18.575, Orgánica Constitucional de 
Bases Generales de la Administración del Estado; la Resolución RA 215067/3362/2023, de fecha 06 de 
octubre de 2023, de la Dirección Nacional del Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez 
y Adolescencia, el Memorándum N°39 de fecha 19 de junio de 2023, la Resolución Exenta N°1112,  
de 20 de junio de 2023 que dispone instrucción de procedimiento sancionatorio que indica;  
los antecedentes que obran en el procedimiento; y la Resolución N°7, de 2019, de la Contraloría General 
de la República. 

 

 

CONSIDERANDO: 

 

 

1. Que, por la Resolución Exenta N°1112, citada en Vistos, se dispuso instruir un procedimiento 

administrativo sancionatorio con la finalidad de investigar los hechos ocurridos en el Organismo 

Colaborador Acreditado “Sociedad Juntos E.V.” respecto de los proyectos denominados “REM-PER 

HOGAR CAMPO LOS ESPINOS”, aprobados por las Resolución N°007/D, de fecha 04 de julio de 2017 

y la Resolución Exenta N°1198/D, de fecha 14 de septiembre de 2021, de esta repartición pública,  

lo cual motivaron la denuncia recibida a través de activación de la Resolución Exenta N°155, 

correspondiente al Registro Único de Casos Número de Caso: , de fecha  

, por Residencia REM San Patricio, respecto de la NNA,  y que fue comunicado al 

Director Regional mediante Memorándum N° , de , de la Unidad de Supervisión y 

Fiscalización. 

 

 



 
 
2. Que, en concreto, los hechos ordenados investigar decían relación con los descritos en el 

Memorándum N° , de fecha , elaborado por la Unidad de Supervisión y 

Fiscalización de la Dirección Regional de Valparaíso de este Servicio, el cual señalaba lo siguiente: 

“vengo a informar denuncia recibida a través de la activación de la resolución 155, correspondiente al 

registro único de casos N° DE CASO: , en fecha , por 

Residencia REM San Patricio, respecto de la niña , quien devela situación ocurrida cuando estaba 

ingresada en el Hogar Campo Los Espinos, y que probablemente importan una vulneración de la 

integridad psíquica y física de la niña, en cuanto esta refiere que el equipo del Hogar Campo Los Espinos 

estaba en conocimiento período en el cual fue 

informado al Tribunal de Familia y este Servicio, además devela que dicha residencia estaba en 

conocimiento de episodios de maltrato del cual fue víctima por parte de sus cuidadores, no existiendo 

una activación del registro único de casos. Al efectuar revisión de la circular N°5, en el registro único de 

caso, de fecha , N° , se advierte incumplimiento, en tanto 

se informa al Tribunal de Familia , no agregando mayores 

antecedentes y sin el verificador de envío y no está a la vista la denuncia al Ministerio Público”. 

 

3. Que, en la aludida resolución se procedió a designar como investigador del procedimiento 

administrativo sancionatorio a don Rubén Toledo Ahumada, quien acepta su cargo con fecha 28 de 

junio de 2023, mediante correo electrónico enviado a su jefatura. 

 

4. Que, habiendo concluido la etapa investigativa, el sustanciador procedió a formular cargos por 

faltas graves a la Ley N°20.032 y la Ley N°21.302, conforme al siguiente detalle: 

 

a. El proyecto no cumple con el debido Registro. En la carpeta de la causa  se detecta 

que: 

- No se cuenta con las fichas RUCS (en especial el caso ), 

- No contiene los oficios enviados a tribunales de familia informando de la toma de 

conocimiento del embarazo de  en  u otros,  

- No contiene la denuncia enviada a Fiscalía mediante correo electrónico de fecha  

, la que se encontraba en el correo del proyecto, 

- Respecto del registro de intervenciones, estas no cuentan con la firma de las personas 

responsables de los mismos, a excepción de registros de fecha , 

- Respecto de las fichas de registro de eventos en papel, solo se tienen 16 fichas presentes 

en la carpeta de la causa, siendo que para el periodo de pre egreso declaran 42 eventos 

en la plataforma (SIS). Por lo que se tiene un número importante de eventos sin su debido 

respaldo en la carpeta de la causa. 

b. Incumple en la forma y contenido en las acciones a desarrollar en la etapa de pre egreso, a fin 

de verificar la dinámica familiar, pues: 

- No hay evidencia de ejecutar intervenciones con  con una frecuencia al menos 

mensual. 

- Calidad deficiente en las indagatorias y evaluación psicosocial, realizadas en el período de 

pre egreso. 



 
 

- Ausencia de trabajo de equipo en la intervención del caso. 

c. Incumple con las acciones requeridas ante el conocimiento de eventos eventualmente 

constitutivos de delitos, en la causa , respecto de , respecto del deber de 

denuncia en menos de 24 horas. 

 

5. Que, consta del expediente administrativo del procedimiento de marras que el Organismo 

Colaborador Acreditado presentó descargos, a través del Oficio N°100-2023, presentado por correo 

electrónico de fecha 24 de julio de 2023. 

 

6. Que, con fecha 08 de noviembre de 2023, el investigador elevó ante este Director Regional su 

Informe Final donde concluye que, del resultado del proceso investigativo, se detectaron una serie de 

incumplimientos al Convenio y a las leyes Nº20.032 y Nº21.302, recomendando el Término Anticipado 

y Unilateral del respectivo convenio, establecida en el artículo 41, inciso quinto, letra ii. de la Ley 

N°21.302, dado que en su opinión se acreditaría la vulneración de derechos de NNA que estaban bajo 

los cuidados directos del Organismo Colaborador Acreditado, Sociedad Juntos E.V., y por extensión, 

del Estado de Chile. 

 

7. Que, se tienen a la vista las pruebas que obran en el expediente del procedimiento 

administrativo sancionatorio, a saber: 

 

a. Convenio contenido en Resolución Exenta N°007/D, de 04 de julio de 2017, que correspondía 

al convenio vigente para el momento de los eventos (sin vigencia a la fecha de este informe). 

b. Propuesta o proyecto adjudicado, código 1608. 

c. Registro de eventos desde el , obtenidos en 

SIS, para el caso de  en programa RPM PER Hogar Campo Los Espinos (Código 

1050954). 

d. Copia de la carpeta del caso RIT , accedida en dependencias del proyecto con fecha 

04 de julio de 2023. 

e. Ficha de Registro Único de Casos N° , de fecha , 

del RPM PER Hogar Campo Los Espinos, obtenido desde SIS. 

f. Oficio Nº  del programa RPM PER Hogar Campo Los Espinos, de fecha  

 adjunto a ficha registro RUSC en SIS. 

g. Ficha del Registro Único de Casos N° , de fecha , 

generado por el proyecto REM PER Refugio San Patricio de Limache, obtenido en SIS. 

h. Oficio  (Denuncia ante el Ministerio Público), del , emitido por el 

proyecto REM PER Refugio San Patricio de Limache, adjunto a la ficha RUSC 

, obtenido en SIS. 

i. Orientaciones técnicas, línea de acción centros residenciales, modalidad residencias de 

protección para mayores (RPM) (marzo 2019), emitida por el Servicio Nacional de Menores, 

vigente al momento de los eventos denunciados. 

j. Ley N°20.032, artículos 2, número 2 y 6 y artículos 13 y 14. 



 
 

k. Oficio Circular N°5, de fecha 06 de agosto del 2019, del Servicio Nacional de Menores, en donde 

imparte instrucciones respecto de procedimientos que se deben utilizar ante hechos 

eventualmente constitutivos de delitos. Vigente al momento de los eventos.  

l. “Informe de supervisión 2021, Cuidado Alternativo Residencia”, folio P202205030, consultado 

en SIS, de fecha 08 de enero del 2022. 

m. Anexo Memorándum N° , solicita inicio proceso sancionatorio, de fecha  

n. Correo electrónico de , emitido por la Directora del proyecto RPM Hogar 

Campo Los Espinos, doña Alejandra González; conteniendo la denuncia al Ministerio Público 

por el caso de  en eventos develados en  cuyo contenido no constan 

en la carpeta de la causa RIT  

o. Carta de fecha , emitida por Beatrix Loos y dirigida a Directora Regional 

Mejor Niñez, dando cuenta de los eventos. Dicha carta no es parte de la carpeta de RIT 

 del RPM Hogar Campo Los Espinos. 

p. Oficio JF28 N°72-2023 Informe Visita Extraordinaria a Residencia Hogar Campo Los Espinos, 

emitido por Juzgado de Familia de Quillota. 

q. Anexo 11 Formulación de cargos en procedimiento sancionatorio, de fecha 10 de julio del 2023. 

r. Oficio Nº100-2023, emitido por Corporación Juntos E.V. y entregado en correo electrónico de 

fecha 24 de julio del 2023, así como los anexos del mismo. 

s. Informe Final del Procedimiento Sancionatorio, de fecha 28 de julio de 2023. 

 

8. Que, teniendo presente lo anterior, corresponde a esta autoridad pronunciarse sobre el fondo 

de la cuestión sometida a su conocimiento, ponderando las circunstancias tenidas a la vista en la carpeta 

del procedimiento sancionatorio. 

 

9. Que, en primer término, cabe recordar que el objetivo del Servicio es garantizar la protección 

especializada de niños, niñas y adolescentes gravemente amenazados o vulnerados en sus derechos, 

entendida como el diagnóstico especializado, la restitución de los derechos, la reparación del daño 

producido y la prevención de nuevas vulneraciones, según el artículo 2° de la Ley N°21.302. 

 

10. Que, conviene recordar que le corresponde al Director Regional supervisar y fiscalizar el 

cumplimiento de los principios y estándares del Sistema de Garantías y Protección Integral de los 

Derechos de la Niñez y Adolescencia; de los contenidos en la Ley N°20.032, en especial, de los 

contemplados en su artículo 2° y en las letras a), b) y c) de su artículo 25; de la normativa técnica, 

administrativa y financiera y de los respectivos convenios en la ejecución de las prestaciones de 

protección especializada por parte de los colaboradores acreditados de su región.  

 

11. Que, el numeral 1) del artículo 2° de la Ley N°20.302 preceptúa que la acción del Servicio y sus 

colaboradores acreditados se sujetará a los siguientes principios: “1) El respeto, la promoción, la 

reparación y la protección de los derechos humanos de las personas menores de dieciocho años 

contenidos en la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los 

demás tratados internacionales en la materia ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, y las 

leyes dictadas conforme a ellos, asegurando las condiciones que otorguen el necesario bienestar 



 
 
biopsicosocial, así como la efectividad de sus derechos y las condiciones ambientales y oportunidades 

que los niños, niñas y adolescentes requieren según su etapa de desarrollo, mediante una intervención 

oportuna y de calidad”. 

 

12. Que, en la misma línea, el numeral 8) del citado artículo 2° del referido cuerpo normativo dispone 

que otro principio al que debe sujetarse la acción del Servicio y sus colaboradores acreditados es la 

“objetividad, calidad, idoneidad y especialización del trabajo, que se realizará de acuerdo a las 

disciplinas que corresponda”.  

 

13. Que, en este sentido, si bien de lo señalado por el Organismo Colaborador Acreditado en los 

descargos presentados, puede desprenderse la voluntad de acreditar el cumplimiento de las 

infracciones levantadas por el investigador, no es posible evidenciar argumento alguno que logre 

desvirtuar los cargos formulados por el sustanciador del procedimiento. 

 

14. Que, en cuanto al incumplimiento referido a que el proyecto no cumple con el debido registro 

en la carpeta de la NNA , tal como lo establece la Ley N°20.032 en su artículo 13: “Los 

colaboradores acreditados deberán llevar un registro general, permanentemente actualizado(…) de la 

fecha de inicio de la atención al niño, niña o adolescente y a su familia; del número y fecha de las 

intervenciones realizadas y de las personas a quienes ellas estuvieron destinadas; del número de la 

carpeta del caso de cada niño, niña o adolescente atendido, la que deberá encontrarse siempre 

actualizada, y los demás contenidos que determine el reglamento respectivo. Este registro, así 

como la carpeta individual de los niños, niñas o adolescentes atendidos, será de libre acceso para los 

fiscalizadores del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, para la Dirección Nacional, las direcciones 

regionales y los supervisores y fiscalizadores del Servicio; para la Defensoría de los Derechos de la 

Niñez y para el Instituto Nacional de los Derechos Humanos (…)”, así como el Convenio Nº007/D de 

fecha 04 de julio de 2017, cláusula sexta, letra w): “Mantener actualizada la carpeta individual de cada 

niño, niña y adolescente, con los verificadores correspondientes, respecto de los contactos o 

intervenciones directos o indirectos establecidos según las orientaciones técnicas respectivas”, no ha 

sido posible refutar por parte de la institución dicho incumplimiento, por cuanto su defensa estuvo 

orientada en recalcar la existencia de una serie de documentos, los cuales acompañaron a su 

presentación, pero respecto de los cuales no pudieron acreditar que estuvieran presentes, en la misma 

carpeta, al momento de la fiscalización. Tanto es así, que el investigador señala que la ficha RUSC 

Caso N° , fue obtenida en el mismo momento de la fiscalización desde el Sistema 

Integrado de Información, Seguimiento y Monitoreo del Servicio (SIS). 

 

15. Que, respecto a la falta de firma y ausencia de fichas de registros de intervención, el Organismo 

Colaborador remitió 23 Registros de Intervención, haciendo un total de 39 registros de los 41 que fueron 

declarados en la plataforma SIS, pudiendo confirmarse que sólo consta en uno de los registros, el del 

, la firma de la persona responsable de su emisión, la Sra. Beatrix Loos.  

De la misma forma, se puede constatar efectivamente la ausencia de fichas de registros de 

intervención en dos documentos acompañados en el expediente administrativo, el primero es la Carta 

de fecha , remitida por el Organismo Colaborador a este Servicio, en donde este 



 
 
mismo reconoce las falencias en cuanto a la existencia y la coherencia de la información escrita, 

proponiendo “una mejora en el control de la gestión interna referente a la documentación escrita como 

también respecto la documentación referente a las intervenciones realizadas por otras instancias de la 

red(…) referente a ese punto se han realizado las amonestaciones correspondientes”, y el segundo es 

el Acta de Visita Extraordinaria en RPM Hogar Campo Los Espinos de Quillota, de fecha 29 de junio de 

2023, efectuada por el Juzgado de Familia de Quillota, con ocasión de la denuncia realizada por la niña 

 y que involucra  en la cual se señala que “(…) respecto a cuestionamiento por 

la situación de grave vulneración que afectó a la niña, directora da cuenta de que se encuentran en 

proceso de investigación por tal motivo, que han enviado a Servicio Mejor Niñez los antecedentes 

solicitados y que se aplicaron amonestaciones a trabajadores por aspectos administrativos 

(específicamente por falta de registros de intervención)”. De esta forma queda en evidencia, a confesión 

del mismo colaborador acreditado, el incumplimiento detectado por el sustanciador.  

Con lo expuesto queda en evidencia el incumplimiento del Organismo Colaborador de los 

deberes de registro y actualización respecto de la información del proceso interventivo de la niña 

lo que constituye una falta grave, acorde a lo establecido en el artículo 13 de la Ley N°20.032. 

 

16. Que, en lo que dice relación al incumplimiento en la forma y contenido en las acciones a 

desarrollar en la etapa de pre egreso, a fin de verificar la dinámica familiar, es que se ha podido 

corroborar que en la plataforma SIS figuran a lo menos 41 eventos registrados en el período que 

comprende el , de los cuales existe constancia a lo menos 

de 11 instancias de contacto y conversación directa vía telemática con  por parte del proyecto 

(fs. ), a saber,  

, por lo que sí puede hablarse de una frecuencia mensual 

en el contacto. 

Por su parte, en lo que dice relación con la calidad deficiente en las indagatorias y evaluación 

psicosocial realizadas en el período de pre egreso, pudo ratificarse lo señalado por el sustanciador, en 

cuanto a que los registros de observaciones resultan escuetos respecto de las vivencias de la niña; a 

manera de ejemplo, los registros señalan: “(…)  

 

 

 

), y no existe mayor indagación respecto de dichas aseveraciones. 

Así entonces, la falta de indagación en el estado de los niños se constituye en una omisión a la 

verificación de la “dinámica familiar” en la etapa de pre egreso, pues si bien el proyecto estaba en 

conocimiento de las características que debieron ser revisadas con mayor celo, tal como se observa de 

los informes de Evaluación Diagnóstica Multidisciplinaria de enero de 2020 y noviembre de 2021, 

emitidos por el mismo proyecto, de fs. , ello no ocurrió. Sin ir más lejos, y a modo ejemplar,  

a fs.  se establece a propósito del criterio “Protección Familiar” que “Don  ha tenido una 

condena en el año 2011 por Violencia de pareja, si bien no hay relato de otros episodios violentos,  

se establece que esta variable requiere de especial observación e intervención. Lo anterior también, 

porque los niños manifiestan ciertas reacciones que hacen presumir susto o miedo ante situaciones 

violentas”.    



 
 

De esta forma, queda de manifiesto que una observación más acabada de las orientaciones 

técnicas en la etapa de pre egreso habrían podido prever las situaciones de vulneración de  y 

su hermano, constituyéndose esta omisión en una afectación directa de su integridad física y psíquica. 

 

17. Que, a lo anterior se suma lo requerido por el Juzgado de Familia de Quillota que dejó plasmado 

en su Acta de Visita Extraordinaria, donde solicita revisar “de manera exhaustiva los informes 

trimestrales remitidos a tribunales, con el fin de verificar si continua práctica detectada previamente,  

en cuanto a que los informes trimestrales no daban cuenta de evolución de proceso de intervención, 

sino que son una copia del informe previo con alguna pequeñas diferencias, no sustantivas…(…) 

Este aspecto técnico deficitario, es una situación que se manifiesta sin mejoras desde el año a la 

fecha”, lo que al ser cotejado con los informes trimestrales acompañados por el organismo colaborador, 

del período de con el del período , son 

prácticamente iguales; el que muestra un mayor detalle e información más acabada del caso, es el 

informe del período , elaborado con fecha , 

cuando ya se conocía  Dichos antecedentes constituyen un incumplimiento a 

la Resolución Exenta Nº1678 de fecha 22 de junio de 2020, del Servicio Nacional de Menores, la cual 

instruía que “el director del establecimiento o el responsable del proyecto, en que se cumpla la medida 

adoptada, tendrá la obligación de informar trimestralmente al tribunal respectivo, conforme a lo 

establecido en el artículo 76 de la Ley N°19.968 que crea los tribunales de familia, acerca del desarrollo 

de la medida aplicada, de la situación en que se encuentra el niño, niña o adolescente y de los avances 

alcanzados en la consecución de los objetivos establecidos en la sentencia, debiendo indicar la fecha 

y el detalle de las intervenciones que se realicen en forma remota, ya sea por vía telefónica o por 

otra tecnológica”. 

 

18. Que, respecto a la ausencia de trabajo de equipo en la intervención del caso, sostiene el 

sustanciador que no se entregan verificadores de su ejecución, es decir, no existen actas con registros 

de los participantes, temas abordados, acuerdos, compromisos de actividades, entre otros.  Sostiene 

que no es posible considerar el trabajo de equipo sin su correspondiente registro, pues los acuerdos 

requieren de seguimiento, trazabilidad, responsabilidad y transparencia para los intervinientes de la 

causa. A su vez, el Colaborador Acreditado indicó que el trabajo del equipo se intensificó en la 

intervención de la adolescente, redoblando horarios y diligencias en su intervención, dada la emergencia 

sanitaria requerida, pero únicamente presentan como verificador el Informe de Investigación Interna 

enviado a la Directora Regional de fecha . 

 

19. Que, revisado dicho informe, consta a fs. , que el propio Organismo Colaborador señala 

respecto a los hallazgos encontrados en la investigación que “…se evidencia una falta de registros 

de intervención en profundidad en la carpeta de  que no permite vislumbrar los acuerdos 

específicos en cuanto a los cuidados de Salud con  y los resultados de las atenciones en 

el Consultorio y otras instancias.” Agrega dicho informe que “En el año se observa un descenso 

en la especificidad de los registros en el caso. Es importante constatar que era del conocimiento del 

equipo psicosocial que el encargado del caso estaba cursando un estado de stress laboral agudo 

reconocido por él que finalmente lleva a una licencia, gatillada además por verse involucrado dentro del 



 
 
marco laboral en la comisión de un acto delictual en contra de él, que se inició en junio hasta ahora. Sin 

embargo, se había tomado los acuerdos en el equipo de apoyar en la confección de informes, 

planes de intervención, intervenciones y registros de intervenciones”, pero respecto de estos 

acuerdos, ni de otros, constan los verificadores que den cuenta de la existencia de los mismos.  

Corrobora la falta de intervención en profundidad, así como el descenso en la especificidad de 

los registros de caso, referidas en el párrafo anterior, una serie de omisiones por parte del Organismo 

Colaborador las cuales se desprenden de su informe a fs. , y que dan cuenta de la negligencia 

desplegada en la obligación de cuidado y protección para con la niña ., y que se exponen a 

continuación, a saber:  

a. A fs. , el Organismo Colaborador reconoce que no logra la asistencia de la niña 

 a lo menos a 6 atenciones de salud, entre , no constando 

respecto de ella y su hermano registros regulares en el CESFAM , a pesar de lo 

indicado por cuidadora, quien señalaba que los niños mantenían atenciones en dicho centro 

asistencial. Además, no se da cuenta de acciones para despejar si la niña había iniciado  

, no obstante los indicios de aquello, según se desprende de fs. . 

b. A fs. , se da cuenta que la niña no asiste más al Hogar después del  

, enviando solo a su hermano, indicando cuidadora que  presentaba dolor de 

estómago, dolor de cabeza, y que,  del año referido, la cuidadora cancela la visita 

de los niños telefónicamente. De lo expuesto, no existen registros de acciones realizadas por 

parte del colaborador para verificar el estado de salud de la niña, ni para esclarecer la no 

asistencia a la Residencia.   

c. En relación al punto N°1 y N°2 citados previamente, el Organismo Colaborador reconoce a 

fs.  que la cuidadora frecuentemente llamaba por teléfono dando aviso que no podía enviar 

a los niños a la Residencia, porque los debía llevar a controles de salud, y, por otra parte, que 

los niños nunca fueron inscritos en CESFAM. 

 

20.  Que, resulta importante también aludir respecto al trabajo del equipo de la residencia, a lo 

indicado en el Acta de Visita Extraordinaria del Juzgado de Familia de Quillota (fs. ): “Cabe señalar 

que si bien el equipo de la residencia da cuenta de un proceso de análisis y autocrítica, no se advierte 

una real detección de aspectos de fondo respecto de cómo se está evaluando y comprendiendo el daño 

en los niños, niñas y adolescentes y sus familias, que permita asegurar la detección de factores de 

riesgo, anticipar medidas de resguardo, ampliar opciones de cuidado familiar para los niños, monitorear 

de forma detallada procesos de acercamiento familiar, que vayan más allá del reporte acerca de rutinas 

familiares, sino que incorporen procesos de intervención y acompañamiento con verificadores de 

resultados en pos del interés superior de los niños, niñas y adolescentes”, el cual da cuenta de una falta 

de profundización en el trabajo de equipo realizado por la residencia en la intervención de los NNA 

sujetos de atención, reafirmando lo señalado por el Sustanciador en cuanto a que los registros se limitan 

a reportes de rutinas sin existir verificadores de planificación de trabajo o resultados de la intervención 

realizada. 

 

 



 
 
21. Con el mérito de lo expuesto, no cabe más que concluir que frente al reconocimiento explícito 

del colaborador respecto de la falta de registros de intervención en profundidad, así como el descenso 

en la especificidad de los registros en el caso de la niña , su incumplimiento en la forma y 

contenido en las acciones a desarrollar en la etapa de pre egreso, a fin de verificar la dinámica familiar, 

ello se convierte en una trasgresión a los principios contenidos en la Ley N°20.032, artículo 2°, números 

1) y 7), cuales establecen: Artículo 2.- La acción del Servicio y sus colaboradores acreditados se 

sujetará a los siguientes principios: 1) El respeto, la promoción, la reparación y protección de los 

derechos humanos de las personas menores de dieciocho años contenidos en la Constitución Política 

de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales en la 

materia ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, y las leyes dictadas conforme a ellos, 

asegurando las condiciones que otorguen el necesario bienestar biopsicosocial, así como la efectividad 

de sus derechos y las condiciones ambientales y oportunidades que los niños, niñas y adolescentes 

requieren según su etapa de desarrollo, mediante una intervención oportuna y de calidad; 7) El trato 

digno evitando la discriminación y la estigmatización de los sujetos de atención y de su familia. Deberán 

recibir en todo momento y en todo medio el trato digno que corresponda a toda persona humana. 

Particular cuidado se deberá tener en las medidas, informes o resoluciones que produzcan efecto en 

las decisiones de separación familiar. 

 

22. Que, en cuanto al incumplimiento de las acciones requeridas ante el conocimiento de eventos 

eventualmente constitutivos de delitos, respecto de la causa X-  de la NNA ., señala el 

sustanciador que no se denunció al Ministerio Público dentro de las 24 horas de conocidos los graves 

hechos, tal como lo indica el Oficio Circular N°5 (fs. ). Indica además que, si bien se ofició al 

Juzgado de Familia en tiempo, de acuerdo con lo indicado en la Ley N°20.032, el contenido de dicho 

oficio es insuficiente y además no solicita las medidas de protección correspondiente a una circunstancia 

de tal gravedad. 

 

23. Que, en efecto, los antecedentes presentes en la carpeta dan cuenta que el formulario de 

denuncia al Ministerio Público, data de fecha  y el Oficio N° al Juzgado 

de Familia de Viña del Mar tiene fecha , por lo que puede constarse un atraso 

respecto del cual el Organismo Colaborador no ha dado explicación alguna.  En cuanto a este último 

oficio, únicamente se limita a indicar: “Junto con saludar muy cordialmente a Usía, tengo a bien exponer 

 

 El relato 

fue por parte del cuidador a la directora que suscribe, estamos levantando información según protocolo 

y comunicando a las instituciones correspondientes”.  

De esta manera, se logra acreditar que el Organismo Colaborador, no obstante tener 

conocimiento de los hechos, no solo efectuó una denuncia tardía, sino que no existe en el presente 

expediente documento adicional alguno que dé cuenta de mayor información entregada al tribunal de 

familia o al Ministerio Público, así como, tampoco de la solicitud de medidas tendientes a proteger y 

resguardar la integridad de la niña  como, por ejemplo, aquellas cautelares especiales 

contenidas en el artículo 71 de la Ley N°19.968, por lo que dichos incumplimientos conforme al artículo 

14 de la Ley N°20.032 “constituyen una falta grave sancionada de conformidad con lo prescrito en el 



 
 
artículo 41 de la ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia 

y modifica normas legales que indica”.   

  

24. Que, respecto a este cargo formulado, conviene recordar lo establecido en el artículo 14 de la 

Ley N°20.032: “Los directores o responsables de los proyectos de protección especializada y los 

profesionales que den atención directa a los niños, niñas o adolescentes en algunas de las líneas de 

acción señaladas por esta ley, que tengan conocimiento de una situación de vulneración de los derechos 

de algunos de ellos, que fuera constitutiva de delito, deberán denunciar de inmediato esta situación 

a las autoridades competentes, según lo establecido en los artículos 176 y 177 del Código 

Procesal Penal. 

En los casos señalados en el inciso anterior, así como en aquellas situaciones que, no siendo 

constitutivas de delito, vulneren sus derechos, los directores o responsables de los proyectos 

respectivos deberán solicitar al tribunal competente la adopción de medidas de protección a 

favor del niño, niña o adolescente víctima, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 

ocurrencia del o los hechos respectivos. 

El incumplimiento de los deberes establecidos en los incisos precedentes, además de las 

sanciones penales que correspondan, constituyen una falta grave sancionada de conformidad con lo 

prescrito en el artículo 41 de la ley que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada a la Niñez 

y Adolescencia y modifica normas legales que indica.  

Cualquier entorpecimiento o retardo injustificado que impida el libre acceso de los 

profesionales, públicos o privados, que ejerzan la defensa jurídica del niño, niña o adolescente, con el 

fin de tener, en cualquier momento, comunicación personal, directa y reservada con aquellos, 

independientemente de que cuenten con mandato judicial expreso o actúen como agentes oficiosos, 

será sancionado como falta grave de conformidad con lo prescrito en el artículo 41 referido en el inciso 

anterior”. 

De la misma forma, el convenio vigente al momento de sucedidos los hechos descritos en el 

considerando cuarto, aprobado por Resolución Exenta N°007/D del 04 de julio del 2017, en su cláusula 

sexta, señala: “De las principales obligaciones del colaborador acreditado, letra f): Denunciar de 

inmediato a la autoridad competente las situaciones de vulneración a los derechos que fuere constitutiva 

de delito que afecten a cualquiera de los niños, niñas y adolescentes atendidos (…) En ambos casos 

deberá informar dicha circunstancia como la respectiva denuncia o solicitud, oportunamente a 

la Dirección Regional de Sename, en un plazo máximo de 24 horas”. 

 

25. Que, en efecto, teniendo presente los objetivos de este Servicio y los plasmados en el referido 

convenio, no puede sino concluirse que existen una serie de incumplimientos graves, respecto de los 

cuales no se ha presentado evidencia que los justifique. 

Es así, que al observar en su conjunto los incumplimientos descritos en el considerando cuarto 

del presente acto administrativo, contrastados con la investigación realizada por el sustanciador del 

procedimiento, se constata una afectación grave en términos de transparencia respecto de las 

actuaciones desarrolladas por el Organismo Colaborador Acreditado en su intervención con la niña 

 en cuanto a no contar con los debidos registros de intervención exigidos por la normativa 

vigente a la época de los hechos, así como por la omisión en verificar la “dinámica familiar” durante el 



 
 
período de preegreso de la niña (y su hermano), lo que derivó en no haber  

y no haber ejecutado las 

acciones que la Ley N°20.032 y N°21.302 establecen respecto del deber de denuncia que le cabe al 

adulto responsable de los cuidados de los niños y niñas que les han sido derivados por los tribunales 

de familia y el Servicio. 

Esta afectación a la transparencia en las actuaciones ya descritas es de tal gravedad en sus 

consecuencias, que no es posible mantener la confianza en el Organismo Colaborador Acreditado, 

menos aun cuando se han visto afectadas la integridad física y psíquica de niños y niñas encomendados 

a su cuidado, transgrediendo el objetivo general del proyecto REM-PER Hogar Campo Los Espinos, 

cual es contribuir al restablecimiento de los derechos vulnerados, especialmente el derecho a vivir en 

familia. 

 

26. Que, resulta importante considerar que el Servicio Nacional de Protección Especializada a la 

Niñez y Adolescencia de la Región de Valparaíso y el Organismo Colaborador Sociedad Juntos E.V., 

celebraron dos convenios relativos al proyecto denominado REM – Hogar Campo Los Espinos, 

aprobado por Resolución Exenta Nº1083, y al proyecto denominado PER – Hogar Campo Los Espinos, 

aprobado por Resolución Exenta Nº1084, ambos de 14 de diciembre de 2022, respecto los cuales 

mediante Carta N°428/2024, de fecha 27 de marzo de 2024, fue informado el inicio de procedimiento 

de término unilateral de los convenios relativos a los proyectos REM y PER Hogar Campo Los Espinos. 

 

27. Que, cabe señalar que, conforme el inciso 4° del artículo 41 de la Ley N°21.302 “la prueba que 

se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica”. 

 

28. Que, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia Rol N°8339-2009, de 29 de mayo de 2012, 

señaló que en el sistema de sana crítica se tiene la obligación de explicitar las razones lógicas, 

científicas y de experiencia por medio de las cuales se obtuvo la convicción, exteriorizando las 

argumentaciones que sirven de fundamento, analizando y ponderando toda la prueba rendida de una 

forma integral, tanto de la que sirve de sustento como la que se descarta, teniendo en especial 

consideración la multiplicidad, gravedad, precisión y concordancia de la prueba rendida. 

 

29. Que, a su turno, la Contraloría General de la República, ha señalado en su dictamen N°103.295, 

de 2015, que aplicar las reglas de la sana crítica, implica que las probanzas deben ponderarse utilizando 

razonamientos jurídicos, lógicos, científicos y técnicos que permitan formarse el convencimiento sobre 

la verdad de los hechos indagados. 

 

30. Que, el Tribunal Constitucional ha señalado, en sentencia Rol N°2922-16, de 29 de septiembre 

de 2016, que el juicio de necesidad “exige la adopción de la medida menos gravosa para los derechos 

que se encuentran en juego. En otros términos, que la medida restrictiva sea indispensable para lograr 

el fin deseado y sea la menos gravosa para el derecho o libertad comprometidos, frente a otras 

alternativas existentes”. 

 



 
 
31. Que, habida consideración de los incumplimientos detectados y debidamente descritos en el 

presente acto administrativo, en particular, entre los considerandos 14 y 24, es posible constatar,  

en primer lugar, la infracción al artículo 41 inciso 3°, letra a), de la Ley Nº21.302, cual establece:  

“a) La vulneración de la vida e integridad física y psíquica de los niños, niñas o adolescentes sujetos de 

atención del Servicio”; y, en segundo lugar, la infracción al artículo 41 inciso 3°, letra c), del cuerpo 

normativo referido, el cual reza: “c) El incumplimiento reiterado de los deberes de actuación señalados 

en las letras a), b) y c) del inciso anterior. Se entenderá que son reiteradas aquellas infracciones que se 

repitan en dos o más ocasiones en un período de doce meses”. 

 

32. Que, en tal sentido, SOCIEDAD JUNTOS E.V. ha sido objeto de dos sanciones por 

procedimientos administrativos sancionatorios previos, la primera de ella se declara firme en virtud de 

lo dispuesto en Resolución Exenta Nº1622, de 06 de septiembre de 2023, consistente en amonestación 

escrita, y la segunda de ellas, se declara firme en virtud de lo dispuesto en Resolución Exenta Nº1916, 

de 31 de octubre de 2023, consistente también en la aplicación de una amonestación escrita, según da 

cuenta la página web www.servicioproteccion.gob.cl, banner Transparencia Activa, “Actos y 

Resoluciones con efectos sobre terceros”. Al efecto, es menester tener presente que toda sanción de 

amonestación escrita viene acompañada por un plan de mejoras, el cual debe ser aplicado por el 

organismo colaborador; en el caso de autos, SOCIEDAD JUNTOS E.V. se encuentra en incumplimiento, 

toda vez que, a la fecha no ha presentado ningún verificador que dé cuenta de la gestión de las 

observaciones realizadas por el sustanciador.   

 

33.   Que, el inciso 4 del artículo 42 de la Ley Nº21.302 dispone que “en caso de aplicar una sanción, 

ésta deberá ser siempre proporcional a la infracción detectada considerando las eventuales sanciones 

de que dé cuenta el registro de colaboradores acreditados”. 

 

34. Que, por lo señalado en los considerandos anteriores, y respecto a las circunstancias 

modificatorias de responsabilidad, procede la aplicación de la agravante contemplada en artículo 44 

letra c) de la Ley Nº21.302: “El incumplimiento reiterado del convenio o de las instrucciones que dicte el 

Director Nacional del Servicio o un Director Regional, en virtud de las funciones establecidas en la letra 

c) del artículo 7 y en letra b) del artículo 8, respectivamente. Se entenderá que son reiteradas aquellas 

infracciones que en doce meses se repitan en dos o más ocasiones.”  

 

35. Que, es posible concluir que el Organismo Colaborador Acreditado “SOCIEDAD JUNTOS E.V.” 

ante hechos de la gravedad indicada precedentemente, atendida la historia de incumplimientos 

detectados en los distintos procedimientos sancionatorios ya individualizados, y habida consideración 

de que el proyecto denominado REM PER CAMPO LOS ESPINOS, se encuentra en proceso de cierre, 

esta autoridad regional concuerda con la sanción propuesta por el sustanciador. 
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